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Resumen:
Este artículo busca dar cuenta de cómo la doctrina chilena contemporánea dene al Estado unitario en tanto concepto
constitucional. Además de presentar la lectura hegemónica se muestra que, tanto los defensores del Estado Unitario como quienes
lo impugnan, reexionan desde un mismo (y único) signicado del principio. El artículo presenta la idea de que, al existir un fuerte
consenso en torno a su contenido, la comunidad jurídica lo trata como un objeto completamente denido y agotado, perdiendo
de vista su carácter abierto e interpretativo. Dicho consenso genera que se confunda una (posible) concepción del Estado unitario
con su concepto.
Palabras clave: Estado unitario, forma de Estado, doctrina constitucional, concepto constitucional.

Abstract:

e purpose of this article is to give an account of how contemporary Chilean doctrine denes the unitary state as a constitutional
concept. Along with presenting the hegemonic reading, it is shown that both the Unitary State defenders and those who challenge
it share the same (and only) meaning of the principle. e article presents the idea that, since there is a strong consensus around its
content, the legal community treats it as a wholly dened and exhausted object, losing sight of its open and interpretive character.
Such consensus has produced confusion between a (possible) conception of a unitary state and its concept.
Keywords: unitary State, forms of State, constitutional doctrine, constitutional concept.

Introducción

Este artículo centra su atención en cómo la doctrina chilena entiende al Estado Unitario (en adelante EU)
en tanto principio constitucional. El argumento que se pretende sostener y demostrar es que la dogmática,
al reexionar sobre esta materia, no trata al EU como un concepto que admite diferentes interpretaciones,
de acuerdo con distintas convicciones políticas y morales. El EU sería una categoría ja que tiene un solo
signicado; esta será la hipótesis que intentaremos demostrar en este artículo. Para cumplir este propósito,
seguiremos los siguientes pasos. En primer lugar, se presenta una apretada descripción de algunos rasgos
centrales de la práctica jurídico-política del EU en Chile, y en seguida, se expone la caja de herramientas
teóricas que se emplearán en el trabajo. En tercer término, se desarrolla la interpretación dominante que se
hace del EU en el constitucionalismo chileno. Luego, el trabajo muestra como una porción de la doctrina
chilena es crítica del EU; pero aquel distanciamiento no cuestiona la conceptualización del principio.
Finalmente, se efectúa una reexión algo más abstracta sobre el estatus del EU como una concepción (no un
concepto) que es compartida y no cuestionada.
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Breve exposición de la práctica constitucional chilena (a propósito del EU)

La distribución territorial del poder político en Chile es un tema de ineludible relevancia y actualidad,
está vinculada con (e inuye en) la acomodación de los pueblos originarios; además, se puede observar
una creciente insatisfacción en las regiones con respecto a las decisiones que se toman en la capital y un
cuestionamiento generalizado de nuestra forma de estado1. La práctica constitucional en esta materia puede
abordarse desde varios puntos de vista, aquí ocuparé dos enfoques.

En primer lugar, presentaré brevemente cómo se describen sus principales características. Distintas voces
coinciden en armar que en Chile no hay descentralización, sino solo desconcentración; es decir, la autoridad
territorial no decide2. Eso pugna con que, de la lectura del artículo 3° de la Constitución vigente, podemos
concluir que el esfuerzo descentralizador tiene un carácter prioritario sobre la desconcentración, o al menos
es la comprensión que predomina a partir de la reforma de 19913. Una manifestación de este marco general es
que existe, en la Constitución, una potestad reglamentaria otorgada al gobierno regional que lo habilita para
producir normas jurídicas generales y abstractas que ha devenido en norma programática. Sin embargo, dicha
potestad ha sido escasamente utilizada4, pues se impuso una tesis que exigía una especíca autorización hecha
por ley5. Esa “interpretación excesivamente restringida por la doctrina mayoritaria” ha vuelto inaplicable
la habilitación constitucional6. Como puede suponerse, esa irrelevancia conlleva a que no existe claridad
sobre la jerarquía de los reglamentos regionales en el sistema de fuentes, ni su relación con el resto de la
producción reglamentaria, ni las materias a regular. De la mano de estas observaciones, encontramos que la
función administrativa ha sido entendida por cierta doctrina de un modo muy concreto, como una función
fáctica que satisface necesidades públicas, teniendo por objeto intereses singulares7. Eso lleva a asignarle a
la descentralización administrativa consagrada en el artículo 3° el rol de asegurar “la ecacia y eciencia del
actuar administrativo”8, porque en esta esfera no hay decisiones. De haber autonomía, esta no se relacionará
con competencias normativas9. Ideas que a su vez explican, en parte, que se entienda tan restrictivamente
la “administración superior” entregada al gobierno regional. Una lectura tan reducida solo puede derivar en
mera desconcentración.

En segundo lugar, otro modo de aproximarse a esta práctica es revisar las reformas constitucionales que
se han hecho desde la recuperación de la democracia. Estas han generado expectativas solo superadas por la
decepción que luego producen. En 1991 y 2005 se hicieron modicaciones al texto constitucional que en
general han sido tratadas con escepticismo o decepción. La reforma de 1991 democratizó, aunque con mucha
cautela, el gobierno regional a través de la elección indirecta de los integrantes de los consejos regionales e
incluyó modicaciones constitucionales y legales10. En términos generales, si bien representaba un avance,
el parecer predominante es que fue mezquina. La enumeración de funciones del gobierno regional era muy
larga, y muchas eran compartidas o relacionadas; por lo tanto, no eran ejercidas plenamente. A ello debe
sumarse que sus atribuciones eran muy pocas y se estimaban insucientes11. En 2005, dentro de una gran
reforma constitucional (vía Ley 20.050) se agregó un tercer inciso al artículo 3° que exhortaba a los órganos
del Estado a promover “el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario
entre las regiones”. Junto a ese cambio hubo otros, pero fue analizada de modo muy negativo: se entendió que
había más retrocesos que avances12.

En la misma línea, conviene analizar con más detalle lo acontecido en el segundo gobierno de la Presidenta
Michelle Bachelet. En lo global, puede decirse que hubo un cierto ímpetu reformador en esta materia en los
textos redactados por un amplio grupo de juristas que asesoraron a la entonces candidata Michelle Bachelet13.
La presidenta convocó a una comisión asesora en descentralización y desarrollo regional que redactó un texto
que identicaba una serie de directrices y ejes que debían orientar el proceso, junto a una serie de medidas
que posibilitarían dotar a los gobiernos regionales de capacidad de gestión a través de la transferencia de las
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competencias necesarias y recursos14. Además, durante su mandato se llevó a cabo un inédito proceso de 
deliberación que involucró a más de 200.000 personas y que buscaba imaginar una nueva constitución. En 
la fase del proceso que congregó más participantes, la descentralización fue el quinto valor más mencionado 
entre los principios que integrarían las bases de la nueva carta magna15.

Con estos antecedentes resulta muy decepcionante el resultado nal. Luego de una larga negociación 
política, a principios de 2018 otra reforma vio la luz. Más allá de la elección de los gobernadores regionales, 
que generó resistencias debido a cálculos políticos contingentes, el punto central es la Ley 21.074. Esta 
modicó la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional al introducir la posibilidad 
de transferir (temporal o denitivamente) ciertas competencias (en materias acotadas) por el presidente a uno
o más gobiernos regionales. Sin embargo, se establecieron quórums, plazos y trámites que rigidizan el proceso
haciéndolo prácticamente inaplicable. En general, las cláusulas legislativas funcionan a favor de mantener la
centralización, propiciando conservar el statu quo. Se ha cuestionado, asimismo, la constitucionalidad de que,
vía ejercicio de la potestad reglamentaria, el presidente de la república descentralice vulnerando la reserva legal
que en esta materia establece la Constitución16. Por último, ya en las postrimerías de su mandato, Bachelet
presentó un proyecto de nueva constitución, el cual se limitó, en esta materia, a incorporar en el eventual texto
constitucional una síntesis de las normas de transferencia de competencias que acabamos de mencionar, sin
acoger las demandas e insumos que surgieron en su periodo de gobierno.

¿En qué factores descansa esta trayectoria que alterna inmovilismo con retrocesos? Es fácil ceder a la
tentación de aludir a factores culturales. Las razones son ciertamente de esa índole, pero para poder entender
el fenómeno debe irse más allá de armaciones que, por su generalidad, son triviales. En este punto, debe
agregarse que, presentado todo este cuadro, uno podría esperar atención por parte de la doctrina. Sin embargo,
el EU ha sido un ilustre ausente en nuestro debate dogmático. Para cualquier participante medianamente
informado resulta evidente que no ha sido objeto de un escrutinio muy profundo o detenido17. En parte, por
este motivo quiero examinar una variable de la mayor importancia: cómo la doctrina constitucional chilena
contemporánea entiende al EU.

Este artículo propone un esquema que de luces sobre qué signica el EU para la doctrina chilena. La
clave para realizar un aporte es la conocida distinción entre concepto y concepción. El artículo no pretende
quedarse en una síntesis o balance del tratamiento doctrinal, es una propuesta de inteligibilidad de qué ha
entendido la doctrina por EU. Por cierto, atendido lo que apuntamos recién, la utilidad es aún mayor, porque
lo dicho por la doctrina genera, así como reeja, una imagen del EU. Nuestra atención se dirigirá a la doctrina,
pero las conclusiones pueden extenderse al resto del material disponible sobre la práctica constitucional en
este tema. Es cierto que la reexión jurídica académica no es la única, pero constituye un factor relevante que
repercute en el resto de la cultura jurídica.

Conceptos y concepciones

Concepto y concepción

Previo a dar cuenta de lo que nuestra doctrina ha escrito sobre el EU queremos explicar la caja de herramientas
que emplearemos. En primer término, distinguiré entre concepto y concepción. Por lo que sabemos, John
Rawls fue el primero en formular esta distinción entre concepto y concepciones (de la justicia). En cuanto
al concepto de justicia, las personas están de acuerdo en torno a una descripción de las instituciones justas
que, por su abstracción, no generan discrepancia. Para Rawls esa descripción incluiría la prohibición de
distinciones arbitrarias y un “equilibrio debido entre pretensiones competitivas a las ventajas de la vida
social”; esos rasgos están abiertos “para que cada quien las interprete de acuerdo con los principios de justicia
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que acepte”, elaborando de este modo concepciones de la justicia18. Otro autor célebre que divulgó esta
distinción es Ronald Dworkin, aunque con un alcance más amplio. Para él, en un concepto se encuentra un
“acuerdo sobre las proposiciones más generales y abstractas”, pero hay disenso en torno a “los reAnamientos
o subinterpretaciones” que concretan dicho concepto, al calor de esas discrepancias, y las interpretaciones
a que dan lugar, aparecen las concepciones19. Más recientemente, y aportando un desarrollo a esta idea,
Andrei Marmor ha sostenido que, si bien pueden existir “concepciones mutuamente excluyentes”, estamos
conscientes de que esas discrepancias son admisibles; existe una “cierta tolerancia conceptual”, en cuya virtud
asumimos que personas racionales pueden tener desacuerdos razonables “sobre su concepción preferida de un
concepto evaluativo dado” 20.

Dicho de otro modo, un concepto deslinda un terreno en el discurso normativo, en el que se van
presentando argumentos que respaldan diferentes concepciones que se corresponden con interpretaciones
diversas sobre cómo entender tal concepto. Es en ese nivel argumentativo donde “se identiAca y asume
la controversia latente en esta abstracción”21. Al ser el concepto una formulación abstracta de una idea
determinada, hay solo uno; se cristalizaría un mínimo consenso en torno a su signiAcado. La concepción,
a su turno, es la interpretación y aplicación operativa, y estará constituida por una colección articulada de
creencias asociadas al concepto. Por eso, habrá más de una concepción o, al menos, puede haber más de una
porque su existencia dependerá de otras variables.

Una reÆexión adicional debe ser hecha. Concierne, por así decirlo, a la fenomenología de la distinción
que explicamos. De forma implícita esta presentación sugiere que primero estaría el concepto y luego
vendrían las concepciones. La distinción que proponen Rawls y Dworkin es un intento de inteligir la práctica
argumentativa. Por lo tanto, ese tránsito puede ocurrir en ese orden o invertirse. Es decir, una o varias
concepciones pueden explicitarse antes que el concepto que las engloba. Una comunidad de intérpretes no
tendría por qué asumir previamente que hay un concepto y eventuales concepciones.

Hemos presentado la distinción entre concepto y concepción, pero quedan algunas preguntas e intuiciones.
Esta distinción tiene mucho sentido para cualquiera que tenga una mínima familiaridad con el derecho, pero
eso no signiAca que todos los términos que empleamos puedan ser estudiados con provecho a la luz de esa
clasiAcación. Para profundizar en este tema es importante indagar en qué rasgos tienen estos conceptos a
los que aluden Rawls y Dworkin. Para ello, debemos girar a un aporte íntimamente relacionado con esas
reÆexiones, pero cronológicamente previo.

Un concepto que admite este carácter polémico puede denominarse un “concepto esencialmente
controvertido”. Hacemos referencia, obviamente, al aporte de Walter Bryce Gallie al vocabulario AlosóAco.
Este autor identiAcó un tipo de término en el cual el carácter controvertido es de su esencia. Para Gallie
hablamos de conceptos que son susceptibles de desacuerdo en torno al uso del término. Se genera en ellos
una disputa entre diferentes versiones alrededor del signiAcado central del concepto produciendo paradigmas
rivales. A propósito de su uso, hay desacuerdos sustantivos que se traducen en posiciones competitivas sobre la
mejor forma de describir los estándares a que se reAere el concepto, lo que más arriba llamamos concepciones.
En la práctica, lo que tenemos son diferentes grupos o partes que reivindican su interpretación como la
correcta o la única importante. Se trata, apunta Gallie, de disputas genuinas que no se pueden resolver por
medio de argumentos de ninguna especie, pero los argumentos (y evidencias) que las distintas posturas
sostienen son válidos22. Finalmente, cabe advertir que existe un núcleo común en estos conceptos, no son
conceptos confusos que pueden signiAcar cualquier cosa. Un elemento esencial en esta clase de conceptos es
que existe un ejemplo o modelo cuya autoridad es reconocida por todos los participantes23.

Revisemos brevemente sus características. En primer lugar, un concepto esencialmente controvertido tiene
un carácter evaluativo, reÆeja un valor o da cuenta de algo que valoramos (ya sea positiva o negativamente)24.
Tiene, además, una estructura compleja, esto es, está compuesto por diferentes elementos. La relación de
prioridad entre estos componentes varía de acuerdo con la evaluación que se haga de ellos25. En tercer
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lugar, son conceptos abiertos, es decir, admiten modicaciones relevantes a la luz de las circunstancias y sus 
cambios. Las personas aceptan el hecho de que su uso del concepto puede ser controvertido, y reconocen 
los criterios que justican la discusión26. Por último, los conceptos esencialmente controvertidos tienen un 
rasgo importante para este estudio: su dimensión interna. El signicado del concepto, aunque no es eso lo que 
Gallie estaba preocupado de indagar, está denido por las creencias de los participantes y los desacuerdos que 
en virtud de ellas se ventilan en torno a qué signica un concepto esencialmente controvertido. El signicado, 
dicho en otras palabras, no está denido por propiedades empíricas (i.e., externas)27.

Un comentario intuitivo podría ser que la práctica jurídica tiene un importante número de conceptos 
que son esencialmente controvertidos, en particular a nivel constitucional. Con todo, es bueno advertir que 
hay alternativas. Andrei Marmor argumenta que el contenido común de un concepto constitucional puede 
entenderse como un concepto esencialmente controvertido (que rotula como el modelo “internalista” de 
Gallie) o entenderse como una “clase natural” (alternativa que él denomina modelo “externalista”)28. Esta 
segunda opción la desarrolla concentrándose en la lectura de Hilary Putnam29. Una clase natural sería un 
conjunto de objetos cuyas características son el resultado de una cierta estructura interna empírica y supone 
que existen unas propiedades (intrínsecas) que todos los objetos designados por ella comparten. De modo 
que la extensión de ciertas palabras se dene por propiedades naturales o empíricas, y no por creencias 
compartidas sobre el o los signicados del término. Las cosas agrupadas en estas clases están unidas por 
mecanismos profundos, cada clase natural tiene una “esencia” necesaria y suciente que contribuye a ciertos 
rasgos observables de los objetos designados por esa clase. Por cierto, los hablantes aprendemos a usar el 
término no necesariamente a través de una aprehensión inmediata de esos elementos intrínsecos, sino a través 
de estereotipos o ejemplos con los que nos encontramos en nuestra experiencia concreta. Sin embargo, lo que 
determina la pertenencia a la clase no es el hecho de satisfacer un estereotipo, sino compartir una naturaleza 
esencial, de modo que la información que manejemos no es lo central30. Así, la teoría de Putnam no implica 
negar el carácter social del signicado, pero sí supone que la referencia no está denida por los estados 
psicológicos de los hablantes. Marmor, sin necesariamente tomar partido, muestra que esa comprensión 
existe en la teoría constitucional, y en la discusión jurídica podemos entender el contenido de un concepto 
constitucional como una clase natural.

Esta teoría parece más que plausible frente a términos como agua, tigre u oro (clásicos ejemplos en este 
cuerpo de literatura), pero en el seno de una disciplina práctica como el derecho carecería de la misma 
aplicación. Suena a primera vista algo extraño extender esta categoría para inteligir el derecho. Sin embargo, 
creo que la pregunta principal no es si esa teoría es “correcta” respecto al lenguaje del derecho. La óptica más 
acertada es preguntarse si los operadores jurídicos entienden o creen, cuando participan de la práctica de 
interpretación, estar tratando con conceptos que son clases naturales. Un jurista que, a mi juicio, ha captado 
este hecho es Michel Troper, quien menciona un “realismo ontológico” que trata, en su ejemplo, a las formas 
de gobierno como preexistentes. La literatura constitucional las trataría como pertenecientes a una realidad 
objetiva o una naturaleza31. Troper no emplea estos rótulos de la teoría del signicado, pero discurre en la 
misma línea, pues constata ciertas actitudes en alrededor de esta. Hay autores, señala Troper, que entienden 
que las formas de gobierno concretas y singulares no sería más que “la realización más o menos perfecta de un 
régimen parlamentario o presidencial preexistente”32, o escriben que ciertas armaciones relativas a las formas 
de gobierno son falsas o verdaderas, como si se tratara de deniciones que se pueden corroborar examinando 
algún correlato fáctico. Este ejemplo evidencia que lo importante es indagar si, entre las y los juristas, existe la 
creencia de estar empleando (o poder emplear) clases naturales en la argumentación jurídica.
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El concepto de EU. Concepto y concepciones

A la luz de estas reexiones cabe preguntarse cómo caracterizaremos al EU en este trabajo. Mi posición es
que debe entenderse como un concepto esencialmente controvertido; y, por lo tanto, su contenido tiene
varios desarrollos posibles en la forma de concepciones. Por cierto, debido a su carácter constitucional (y
expreso) tiene particularidades; su apertura es menor y tiene límites más precisos si se le llegara a comparar
con conceptos como dignidad o igualdad.

Las distintas concepciones del EU pueden construirse teóricamente, y esta construcción hacerse
sistemáticamente o de modo fragmentario. Sin embargo, ya tenemos diferentes opciones en las construcciones
prácticas que distintos países han elaborado. Se trata de diferentes interpretaciones del carácter unitario del
Estado33.

El estado unitario francés es distinto del colombiano; así como ambos son distintos de la forma unitaria
consagrada en la Constitución de la República española de 193134. Solo un ejemplo: una académica ha dicho
sobre el caso colombiano que existe una “autonomía política de segundo grado, es decir, una capacidad de
autogobierno para dirigir políticamente a un territorio que no compone potestad legislativa” pero en el que
se reconoce “un margen de gobierno para la atención de los propios intereses locales y su defensa”35. Esta
lectura, aun cuando puedan existir visiones más escépticas36, se distancia claramente del modo en que se le
ha comprendido en Chile.

A partir de esta simple constatación, se puede armar que el contenido del concepto de EU es desarrollado
siguiendo caminos distintos, incluyendo variantes o matices. Sobre esas divergencias se puede tener una
evaluación positiva o negativa, pero, en cualquier caso, queda claro que el signicado del concepto no es
unívoco, sino que su extensión varía dependiendo de cada comunidad. Por ende, este hecho acreditaría que
no podemos hablar de una clase natural.

Su variabilidad presupone, asimismo, un núcleo común denido por la dogmática. Existe un concepto
de EU que se podría presentar como un Estado con un solo centro de impulsión política expresado en la
unidad legislativa y de gobierno. Esto signica que no se distribuye la potestad legislativa (y tampoco hay
autonomía constitucional). Además, existe un solo centro de decisiones políticas. Esta formulación abstracta
puede entenderse de diferentes modos. Con respecto a la unidad de legislación hay menos ductilidad, pero
la unidad de gobierno que supone un EU es un estándar más borroso y que admite graduaciones. Siguiendo
esta línea de ideas, dentro de una especíca comunidad de intérpretes debiera ser posible hallar más de una
concepción de EU, y entre ellas identicar una pugna por cuál de esas debe predominar37.

La concepción dominante del EU (chileno)

Las reexiones precedentes constituyen un marco para inspeccionar lo que la doctrina chilena ha escrito
sobre el EU a partir de nuestra caja de herramientas. La revisión que se hace a continuación ha tratado de ser
exhaustiva y, aunque se pueden haber hecho omisiones, cubre lo que la literatura ha escrito sobre este tema. Si
se lee con atención lo que la doctrina chilena dice del EU, por lo general se repara muy escuetamente en que son
deniciones de manual, pero ese carácter, lejos de desacreditarlas, las hace más relevantes: es el contacto más
frecuente que un operador jurídico estándar tiene con el tema, cuando no es de su especialidad o de su interés.
Por otro lado, su brevedad y propósito divulgativo no debiéramos verlo como una limitación, porque podrían
entenderse como rasgos que muestran el carácter aparentemente indisputado o evidente del concepto.

Prestando atención al discurso de la doctrina se pueden distinguir dos planos. El primero es el más
convencional. El tema se suele sintetizar en un único centro de impulsión política: la forma unitaria implica
un solo centro de poder o decisiones políticas38. Éste incluye dos funciones. El gobierno o dirección política



Javier Valle Silva. El Estado unitario en la doctrina constitucional chilena...

(a cargo del presidente y sus colaboradores más cercanos) y la función legislativa (a cargo del Gobierno 
y el Congreso)39. El EU es, como ya hemos dicho, unidad de gobierno y unidad de legislación. Este 
centro de decisiones políticas se proyecta orgánicamente: está caracterizado por una unidad “de autoridades 
gubernativas”40, un solo aparato o red de gobierno y administración41. La traducción normativa de estas 
deniciones sería que en nuestro país existe un solo ordenamiento jurídico42 que incluye a la Constitución, 
las leyes, y la normativa de jerarquía inferior43. Las ideas antedichas se resumen en la centralización política44. 
Un aporte genuinamente distinto, y que cabe destacar, es el del profesor Pablo Marshall, quien entiende a la 
unidad del estado como un principio constitucional negativo, pues implica la “prohibición de organizaciones 
locales con una autonomía de grado estatal”; lo que hace es armar un límite a la descentralización: “el sistema 
de fuentes del derecho no puede ser totalmente descentralizado” 45.

El segundo plano agrega a ese enfoque relativamente sobrio otros rasgos. Éstos van más allá de una 
distribución de potestades normativas, extendiéndose a aspectos que suponen deniciones más hondas 
sobre el carácter de nuestra comunidad política. En particular, resulta de gran interés cómo el profesor José 
Luis Cea, en una muy inuyente lectura del EU, presenta una “cuádruple unidad”. Ésta incluiría 1) unidad 
de ordenamiento jurídico (Constitución, leyes, ordenamiento de jerarquía inferior); 2) “de autoridades 
gubernativas o conjunto de órganos de nivel constitucional, que integran el sistema político, cuyas decisiones 
se adoptan ejerciendo la soberanía y se extienden a todos y en la plenitud del territorio nacional”; 3) de 
gobernados, pueblo o destinatarios del ordenamiento y de las decisiones políticas; y 4) unidad de territorio46. 
Esta fórmula ha sido reiterada por destacados académicos47. Por otro lado, se ha dicho que el EU conlleva 
“reconocer que en Chile existe una concentración del poder político en un solo centro geográco (presidente 
de la república)”48. También se arma la unidad de la nación como faceta del EU49.

Las armaciones del párrafo anterior dotan de un contenido adicional al EU. Implican una lectura de lo 
que signica centralización política: esta supondría concentración en un solo centro geográco, la unidad del 
pueblo, del territorio y, más polémicamente, de la nación. Aquí hay un primer indicio de una concepción más o 
menos denida del EU. Se trata de una caracterización que va más allá de una denición mínima y que mezcla 
registros normativos con registros aparentemente descriptivos.

Tenemos, hasta aquí, un esbozo de una determinada lectura del EU. Pero, para una parte de los autores y 
autoras que hemos analizado recién, el EU sería algo más que el desglose realizado más arriba. Ha sido dicho
que se trata al EU como un dogma de fe o un axioma50. Los términos pueden resultar algo equívocos, pero 
parecieran captar que se le ubica como parte de nuestra tradición. Hay testimonios explícitos que se expresan 
en un lenguaje que presenta la declaración del EU (y las creencias que lo acompañan) como un principio 
rodeado de la naturalidad de lo obvio; e incluso, coherente con algo así como una esencia nacional.

Es el caso del profesor Pfeffer, para quien la forma unitaria del Estado “está de acuerdo con la tradición 
constitucional chilena, su idiosincrasia y con las características de la nación”51. Asimismo, José Luis Cea, al 
presentar la “cuádruple unidad”, sostiene que “en la suma conjugada o armónica de los cuatro aspectos descritos 
(...) Chile tiene, con rasgo indeleble, grabada en su cultura la forma de Estado unitario”52. Ángela Vivanco, 
explicando la noción de cultura política, asevera que “los pueblos tendrían una cierta inclinación natural hacia 
una determinada forma de Estado. Por ejemplo, históricamente Chile ha sido un país organizado como Estado 
Unitario”53. Para Jaime Guzmán, el arquitecto constitucional de la dictadura, el EU era “parte indiscutible del 
alma de la chilenidad”54. Estas voces tan autorizadas sugieren que, a cierto nivel de discurso, se ha producido 
una suerte de fusión. El EU (por sí mismo) se ha vuelto parte de un conjunto de rasgos jos de nuestra cultura. 
Ahora bien, ese Estado unitario que por historia, tradición o idiosincrasia caracteriza a Chile es una forma de 
interpretar la declaración y de atribuirle un contenido; pero esa precisión no se hace.

Para terminar de modelar esta concepción del EU que creo identicar, presentaré un conjunto de 
características que integran nuestra cultura constitucional y que en este caso han sido singularmente
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importantes. Esas características serán estudiadas y descritas a propósito de la forma de estado, integradas en
ella.

Primero, tenemos la presencia de cierta idea de nación a la hora de entender el EU. Un concepto esencialista
asociado con un nacionalismo identitario que quiere presentarnos como homogéneos, defendiendo la idea
de una historia compartida y negando la diversidad étnica y territorial del país55. Un discurso que, teniendo
raíces decimonónicas, se consolidó en el siglo XX y que, con transversal inuencia, se difundió entre políticos,
militares e intelectuales. El giro a nivel constitucional en 1980 (y en los debates previos) a la hora de tratar
y conceptualizar la nación (separándola del pueblo elector) es una manifestación de la fuerte presencia de
concepciones esencialistas56. A nivel dogmático y de teoría constitucional no se ha reexionado mucho más.
Nuestra doctrina se pronuncia poco57. Este cuadro debiese generar suspicacia, pues asoma el riesgo de que se
empleen irreexivamente concepciones ya superadas, lo que ocurre en nuestra materia de estudio. La idea de
una nación indivisible y homogénea, pensada desde claves étnico-culturales aparece en los profesores Hernán
Molina58, José Luis Cea59 o Sebastián Soto60 escribiendo a propósito de la forma de estado.

Otra hebra relacionada con la anterior, y quizá más importante, es el rol de cierta versión historiográca
de Chile que refuerza (directa o indirectamente) la lectura que venimos exponiendo, apuntalando estas
creencias. Nos referimos a la extraordinaria inuencia de la historiografía conservadora representada por
autores tan populares como Francisco Encina o Alberto Edwards61, la más citada al hablar del pasado por
académicos ilustres como Alejandro Silva62 o José Luis Cea63 y reproducida por un amplio grupo de juristas.

Ese pasado que hemos reconstruido se proyecta al menos en tres tópicos. De la “historia” podemos concluir
que “Chile ha tenido una tradición unitaria jamás interrumpida”64. Según Silva, Chile tiene una tradición de
EU, enraizada en su historia como colonia de España y en su experiencia de vida independiente65. Además,
Chile ha sido centralizado y centralista desde mucho antes de la emancipación; se hace referencia entonces
a una tradición que parte con la Colonia66 y “recorre toda nuestra historia institucional”67. En tercer lugar,
se insiste en la traumática experiencia federal, algo que sorprende por su brevedad y su lejanía temporal, pero
es repetida en innumerables ocasiones. El ensayo federal fue una “exageración destinada al fracaso”68, que
la república “sufriera entre 1826 y 1828”69; un movimiento sin vitalidad y que desapareció para siempre70,
una “desafortunada experiencia”71. Esta reseña ha desacreditado la forma federal produciendo desconanza
y sospecha hacia su eventual implementación72.

A ello debe agregarse que, como se sabe, el presidencialismo chileno es muy robusto y sus atribuciones muy
vastas; y aunque el poder del presidente está más que consagrado institucionalmente tiene también presencia
cultural. Su gura es exaltada por un diverso elenco de juristas que coinciden en su contribución a la identidad
e integración de nuestra comunidad, así como su fuerza simbólica de conducción y de unidad73. En concreto,
el relato ideal es que el presidente gobierna al hacer sentir su autoridad “horizontal y verticalmente en todo
el territorio nacional en forma inmediata y simultánea”74. Antes de la reforma de 2018, se pudo sostener
que la elección directa y popular de la máxima autoridad regional deformaba el carácter unitario del Estado
chileno75. Así, el tópico que en esta materia rige podría expresarse así: toda decisión de dirección política en
la nación (sea o no de carácter nacional) debe ser tomada por el presidente o por sus agentes, puede haber
asuntos gubernativos de carácter regional, pero se gobiernan solo a nivel central.

Todos estos insumos han nutrido un ethos a propósito de la forma del estado chileno que se proyecta
en manuales, artículos y conferencias que acaban permeando, por ejemplo, los discursos parlamentarios76.
Por cierto, secciones de este ethos ya han sido descritas y su inuencia se puede ver proyectada en otras
temáticas77. En particular, hemos tratado de mostrar que este set de ideas ha dejado muchas huellas en la
cultura constitucional, modelando lecturas restrictivas de la descentralización y recelosas de la distribución
territorial del poder.
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La doctrina crítica y su (des)acuerdo con la interpretación dominante

Hasta aquí hemos tratado de exponer una perspectiva que detalla el signicado del EU. Se trata de una 
concepción que la doctrina mayoritaria ha desarrollado. Por cierto, se trata de una lectura importante, que 
tiene raíces en nuestra experiencia histórica, expresa buena parte de la realidad institucional del país, y es 
sostenida por académicos de prestigio. No obstante, eso no la convierte en algo distinto a una concepción, es 
decir, una forma posible de leer al EU.

Cabe hacerse ahora la pregunta de si existe unanimidad en este tratamiento del EU. Para entender bien el 
argumento debe hacerse una distinción entre qué signica EU y cómo se valora. A la hora de conceptualizar 
al EU hay un acuerdo; pero no necesariamente hay un acuerdo a la hora de evaluarlo. Ese grupo de autores 
y autoras que ubica al EU como parte de una esencia o tradición tiene contradictores; no toda la doctrina 
constitucional evalúa positivamente el EU.

En las últimas décadas hemos visto la emergencia, aunque todavía incipiente, de una literatura que evalúe 
negativamente al EU. A continuación, revisaremos una de ellas. La doctrina que ha asumido una postura 
crítica tiene un claro consenso en torno a la necesidad de descentralización, y resiente la ausencia de avances 
sustantivos en la materia78. Su percepción es que solo han existido, hasta ahora, escasos y decientes resultados 
prácticos79. El proceso de descentralización es caracterizado como fragmentario, con reformas parciales y 
con nulo impacto, carente de profundidad política y de innovaciones de fondo; faltando una estrategia a 
largo plazo y una perspectiva de conjunto80. Fundan su lectura en referencias, en general vagas, a valores 
como igualdad81, desarrollo armónico82, participación83 o eciencia84. Al emplear estas categorías llegan 
a la conclusión que nuestra forma de Estado no satisface ninguno de esos importantes estándares. El EU 
conspiraría contra alcanzar, en esas dimensiones, logros que impacten en el desarrollo y democratización de 
la vida regional.

Ahora bien, y aquí aparece un nudo central del trabajo, de este diagnóstico no se deriva un intento por 
reinterpretar al EU. La actitud intelectual más frecuente de quienes impugnan el EU ha sido la de proponer 
avanzar hacia el cambio de la forma de estado. Están quienes abogan por la forma de Estado regional85, así 
como quienes promueven la forma federal para Chile86. Esta modicación de enorme magnitud posibilitaría 
entregarles atribuciones a las regiones, ajustar la forma de estado a los valores que la propia Constitución 
declara, redistribuir los recursos y dar espacio a los pueblos originarios. Sería, insisto, una nueva forma del 
estado y no otra interpretación del EU. Es importante señalar que, a mi juicio, estas propuestas en sí no 
tienen nada de malo. Sin embargo, se comete el error de asumir que la declaración del EU tiene un solo 
signicado. Para mi ello es evidente, atendido que la idea que predomina es el cambio de la forma del Estado 
y no una relectura del concepto. Si se lee a algunos de los académicos que inscribiría en esta línea, todos 
atribuyen una conceptualización rígida al EU. El profesor José Ignacio Martínez cuestiona la incapacidad para 
imaginar una sustitución de la forma unitaria. Para él este modelo es rígido, e “impide proponer soluciones 
a demandas (…) de una mayor democratización, de satisfacción de necesidades sociales, de reivindicaciones 
de pueblos originarios, etc.”87. Para Manuel Núñez la declaración de Estado unitario implicaría “la negación 
del pluralismo político y constitucional” así como “la monopolización de las fuentes del Derecho en manos 
del Estado-soberano”88.

Reformulando lo dicho recién, señalaría que estos autores rechazan el EU porque limita el desarrollo, 
reparte injustamente las oportunidades y permite un ejercicio vertical del poder. Sin duda tienen razón, 
pero su ataque va dirigido contra una versión del EU, de hecho, la misma versión. Mi objeción es que están 
trabajando desde la misma concepción que hemos descrito en el apartado anterior, se asume un mismo 
signicado sin importar la evaluación moral y política que se haga de la práctica del principio. Se entiende al 
EU, en tanto concepto constitucional, como una referencia empírica expedita.
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En este punto, dos comentarios deben ser hechos. Primero, que la doctrina ha intuido la complejidad
conceptual del EU. De alguna manera lo capta el profesor Manuel Núñez al decir que la mención del art.
3° de la Constitución que declara a Chile como un Estado unitario es una proposición “aparentemente
descriptiva”89. El profesor Felipe Paredes, por su parte, ha escrito que la denición del Estado unitario como
“aquel que posee un único centro de impulsión política” es oscura y confusa. Lo que él registra, sin advertirlo,
es la amplitud que permite leer en diversos sentidos el signicado del EU90. Segundo, que la distinción entre
concepto y concepción también ha sido intuida. El profesor Jorge Mario Quinzio, en 1953, esbozó una
concepción alternativa sin explicitarlo. Publicó ese año un anteproyecto de nueva Constitución para Chile,
que en su primer artículo declaraba que la República de Chile junto a su carácter de “una e indivisible”,
“reconoce y promueve las autonomías departamentales”. Más adelante, su proyecto declaraba que el gobierno
superior de cada Departamento reside en las asambleas departamentales (art. 93), elegidas por votación
popular y directa, mientras que la administración del departamento reside en el intendente elegido por la
asamblea departamental (art. 100)91.

Para terminar esta sección cabe insistir en el siguiente punto: pese a existir un desacuerdo sobre la evaluación
del EU chileno existe un acuerdo al denir en qué consiste el EU. Es difícil probar un hecho negativo (la
inexistencia de otra concepción), pero sí se puede probar la actitud de los críticos al EU chileno; su evaluación
no es que haya que discutir el contenido del EU, es que hay que cambiarlo por un Estado regional o federal.

El EU chileno: concepto y concepción

Lo que tenemos es una interpretación del EU que ha sido particularmente exitosa. Todos los intérpretes de la
cultura jurídica chilena han sido permeados por ella. La concepción mayoritaria, en el fondo, es una colección
de creencias (asociadas al concepto) que tienen conexión entre sí. Se trata de una concepción que, por su
misma fuerza, mutó a algo más parecido a un concepto, que no es ni puede ser objeto de discusión. Como
resultado, una sola concepción se identica con lo que el EU es y puede ser en cualquier contexto.

Es importante señalar que en este artículo no se objeta la existencia de una lectura hegemónica que se
traduce en una concepción del EU. Tampoco se objeta el (implícito) acuerdo de la doctrina en torno al
signicado de EU. La dicultad que detecto es que ese fenómeno genera que la comunidad interpretativa
chilena entienda a la concepción haciendo las veces de un concepto. Dicho de otro modo, el problema es que
el contexto intelectual produce que se confunda concepto y concepción.

¿Cuáles son las consecuencias de este fenómeno? Lo que he intentado demostrar es que el EU no se
trata, para la doctrina chilena, de un concepto valorativo, complejo y abierto (a la Gallie). Ello conduce a
tratarlo, en nuestro lenguaje constitucional, más cerca de una “clase natural” que un “concepto esencialmente
controvertido”. Creo que este modelo ha predominado en la dogmática jurídica a la hora de reexionar
sobre el EU. No se trata, por cierto, de una actitud premeditada; se trata, más bien, de una reconstrucción
del proceder de la doctrina. Con todo, resultará obvio que si los términos constitucionales son entendidos
sobre la base de tal modelo la distinción entre concepto y concepción se vuelve muy problemática92. La
única, y compartida, concepción genera que el EU se nos aparezca como algo ya denido, cuyo signicado
está agotado. Nuestra doctrina, por las razones ya explicadas, no es capaz de reconocer el carácter abierto
a diferentes interpretaciones del EU; lo entiende como una categoría instalada en una suerte de espacio
ontológico indisponible. Esta clase natural pareciera no solo determinar al EU como unidad de legislación y
gobierno, sino que incluye una idea de nación homogénea y como comunidad de destino, que está asociada
a una historia parcial de (aparente) unidad, y a esquemas verticales de ejercer el poder. Al EU lo vemos
expresando (y comprometido con) una serie de valores que rechazamos o nos incomodan. Y la solución,
a ojos de la doctrina más atenta y crítica, es sustituir al EU por otra clase natural (el Estado regional o el
Estado federal). Sin embargo, como no se hace la distinción entre concepto y concepción la doctrina no puede
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detectar el problema normativo involucrado en el EU. El consenso cultural que fosiliza al EU imposibilita el 
desacuerdo dentro de los límites del EU, no se puede reinterpretar la forma de Estado, ni evaluar política y 
moralmente la práctica.

Conclusiones

El EU chileno es una concepción devenida, en el debate jurídico, en un concepto rígido e indisponible; 
convirtiendo esa lectura en parte de la tradición constitucional del país. Esta visión no es compartida 
necesariamente por toda la doctrina, pero informa toda la reexión en este tema. Este cuadro ha generado que 
tratemos al EU como un término que está más cerca de una “clase natural” que de un “concepto esencialmente 
controvertido”. Terminamos designando con el término EU un conjunto de propiedades jas. La doctrina 
chilena pareciera creer (o actúa como si creyera) que el EU permite captar objetivamente la realidad, y no como 
lo que es: un espacio de discrepancia moral y política. Así, no se detecta un problema normativo dentro del EU, 
sino solo al momento de optar entre las tres formas de Estado. Nuestra doctrina incurre en una objetivación 
(de una interpretación) del Estado unitario, impidiendo que haya un desacuerdo. Rigidizar a ese punto el 
EU ha contribuido a paralizar la conversación pública sobre distribución territorial del poder reduciendo 
el debate académico y político al dilema de si tenemos o no (ese único) EU (posible). La doctrina termina 
dividida entre incondicionales defensores de una esencia constitucional e impugnadores que pretenden 
sustituir esa misma esencia, porque, en el fondo, comparten una misma concepción del EU.
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